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DEMANDADO  
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MAGISTRADO 





JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ
SECRETARIO
JUAN CARLOS FERNÁNDEZ CANALES.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, Acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria de veintisiete de agosto dos mil diecinueve.
V I S T O S para resolver los autos del Toca número 18/2019/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veintinueve de abril de dos mil diecinueve por **********, actor, en contra de la sentencia de fecha veinticinco de marzo de dos mil diecinueve pronunciada por la tercera Sala Unitaria al resolver el juicio de nulidad número 945/2018/3.




R E S U L T A  N D O
I.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal, el veintisiete de noviembre de dos mil dieciocho la parte actora promovió juicio contencioso administrativo en contra del Ayuntamiento de San Luis Potosí S.L.P., de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal; de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, por: “La omisión de pagar al compareciente las prestaciones que se encuentran descritas en el reverso de los recibos de nómina, que me eran proporcionados por la autoridad demandada, toda vez que el acuerdo dictado por el H. Juzgado Cuarto de Distrito en los autos del Juicio de Amparo Indirecto expediente número 1123/2017-VII, en fecha 08 de octubre del año 2018 dos mil dieciocho, mediante el cual resolvió respecto al cumplimiento a la ejecutoria de amparo dictado en los autos del citado juicio de garantías, dejó a salvo los derechos del suscrito compareciente a efecto de  que los haga valer en la vía, forma y ante la autoridad que estime competente, ello en relación a los escritos presentados por el de la voz el primero ante la oficina de correspondencia común de los Juzgados de Distrito en el Estado de San Luis  Potosí, en fecha 23 de agosto del año 2018 y que fue recibido por ( sic) en el H. Juzgado  Cuarto de Distrito  en fecha 24 de agosto del 2018, escrito presentado ante el C. Juez Cuarto de Distrito en fecha 17 de septiembre y escrito presentado (…), en fecha 05 de octubre del año 2018, dos mil dieciocho, en los cuales se hicieron valer el pago de diversas prestaciones que eran cubiertas al compareciente por la autoridad demandada.”. Tuvo conocimiento del acto que impugna el once de octubre de dos mil dieciocho, fecha en la que el juzgado cuarto de distrito le comunicó el acuerdo en el que declaraba cumplida la ejecutoria de amparo indirecto con número de expediente 1123/2017-VII.
II.- Mediante acuerdo de fecha treinta de noviembre de dos mil dieciocho la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a las autoridades demandas para que produjeran su contestación, carga procesal cumplida en tiempo y forma (fojas 121 a 188 del expediente de nulidad) refiriéndose a los hechos, conceptos de derecho y al capítulo de ofrecimiento de pruebas.
III.- Seguido el juicio en todas sus fases, el diecinueve de febrero de dos mil diecinueve se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos 246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la asistencia de la parte actora, diversos delegados de las autoridades demandadas, se desahogaron las pruebas admitidas a las partes, citándose para resolver, por lo que el veinticinco de marzo del dos mil diecinueve se dictó la sentencia respectiva, que en lo sustancial resuelve lo siguiente: 

“SEXTO.- Por otra parte, este Tribunal procede al estudio del único concepto de impugnación  que hace valer  el  promovente, que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas  por  las partes que obran en autos de este procedimiento.

Concepto de impugnación, el cual en la parte que interesa literalmente refiere:

“CONCEPTOS DE IMPUGNACION.-

“El artículo 123, Apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, (…), el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, lo que si bien es cierto el término “y demás prestaciones a que tenga derecho”, no precisa el alcance de esta última frase, sin embargo la jurisprudencia sostiene que, para resolver ese aspecto, es necesario tomar en cuenta que lo enunciado forma parte de la obligación resarcitoria del Estado, derivada de la imposibilidad absoluta de reincorporar a un elemento de los cuerpos de seguridad pública, aun cuando se haya determinado por una autoridad jurisdiccional que esa resolución fue injustificada; de ahí que la expresión referida debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro  concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio y hasta que se realice el pago correspondiente.”

“…Lo ya señalado se robustece con el criterio de jurisprudencia que en enseguida me permito transcribir: (…).”

“…Ahora bien como se advierte de los antecedentes descritos en líneas precedentes, el C. Juez Cuarto de Distrito en el Estado, en los autos del juicio de amparo expediente 1123/2017, por acuerdo de fecha 08 de octubre del año 2018, dejo a salvo los derecho(sic) del compareciente para que lo hiciera valer en los términos y ante la autoridad que considerara competente, ello respecto de los escritos (…), 23 de agosto del año 2018, (…),  y que fue recibido (…) 24 de agosto del 2018, escrito presentado ante el C. Juez Cuarto de Distrito en fecha 17 de septiembre y escrito presentada (sic)   ante la (…),  en fecha 05 de octubre del año 2018,  debiendo precisar que por lo que hace al primero de los escritos mencionados, en el mismo exhibí 28 recibos de nómina que correspondieron a los siguientes períodos: (…)”.

“…Recibos de nómina, en los cuales al reverso  de los mismos se desprenden percepciones que el compareciente percibí durante la relación administrativa y a las cuales tengo derecho, tal y como ha quedado especificado en el citado escrito que pretende ante la oficina de correspondencia común de los Juzgados de Distrito del Estado de San Luis Potosí, en fecha 23 de agosto del año 2018, y que fue recibido por el H. Juzgado Cuarto de Distrito en fecha 24 de agosto del 2018, y el cual ha quedado transcrito en el capítulo de antecedentes de la presente. Percepciones que me permito describir, ello a efecto de mayo (sic) ilustración: (…).”

“…En lo que respecta al escrito que presente ante el citado C. Juez Cuarto de Distrito, en los autos del juicio de ampro (sic) en mención, en fecha 17 de septiembre del año 2018 de nueva cuenta se insistió, que la autoridad demandada, había sido omisa en pronunciarse respecto de las prestaciones que han quedado descritas en recuadro señalado en líneas precedentes, no obstante que el compareciente en el escrito que presente ante la oficina de correspondencia común de los Juzgados de Distrito en el Estado de San Luis Potosí, en fecha 23 de agosto del año 2018 y que fue recibido por el (…), mediante los cuales acredité la percepción de las prestaciones detalladas en el recuadro anterior.”

“…Asimismo, y por lo que hace al escrito que fue presentado ante la oficina de correspondencia común de los Juzgados de Distrito en el Estado de San Luis Potosí, en fecha 05 de octubre del año 2018, en el mismo reitere la omisión en que incurrió la autoridad demandada, pues tajantemente señaló que las prestaciones que consideró para el pago del finiquito en cumplimiento a la ejecutoria, son las únicas a que tuvo  derecho el quejoso, ello sin sustentar su negativa al pago de las prestaciones reclamadas y que se describen al reverso de los recibos de nómina que fueron exhibidos.”

“…En atención a lo dispuesto procede sic) y así se solicita, la declaración de procedencia de las prestaciones a que tengo derecho y que se encuentran descritas al reverso de los recibos de nómina y las cuales fueron reclamadas en los escritos  (…).”

[lo resaltado es nuestro]

Del estudio y análisis del concepto de impugnación citado, se determina que es infundado e  inoperante.

Previo al análisis de fondo es prudente relatar los antecedentes relevantes que dotan de información al sentido del presente asunto.

La parte actora se encuentra reclamando como acto impugnado en este juicio, la omisión de que se le paguen las prestaciones que se encuentran descritas en el reverso de los recibos de nómina que adjunta a su demanda, que fueron señalados en los escritos de fechas 24 de agosto del año 2018, 17 de septiembre de 2018 y 05 de octubre de 2018, presentados en el amparo 1123/2017-VII, ante el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, respecto de cuyas manifestaciones se dejaron a salvo sus derechos para que los hiciera valer en la vía, forma y ante la autoridad que estimara competente; según se estableció por la autoridad federal en comento, en el proveído de fecha 08 de octubre del año 2018 dos mil dieciocho.

Juicio de Amparo en cita, que derivado de una búsqueda en el Programa del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), publicado en la página de Internet del Consejo de la Judicatura Federal, se advierte que en el expediente registrado bajo el número 1123/2017-VII, ante el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, existe un hecho de carácter notorio que es preciso invocar en la presente controversia, a efecto de resolver la misma; debiéndose entender por “hecho notorio” lo que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido de la siguiente manera:

Época: Décima Época,  Registro: 2017123,  Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 55, Junio de 2018, Tomo I, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 16/2018 (10a.), Página: 10, que dice:  

“HECHOS NOTORIOS. TIENEN ESE CARÁCTER LAS VERSIONES ELECTRÓNICAS DE LAS SENTENCIAS ALMACENADAS Y CAPTURADAS EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE). Jurídicamente, el concepto de hecho notorio se refiere a cualquier acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los miembros de un cierto círculo social en el momento en que va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión alguna y, por tanto, conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, los hechos notorios pueden invocarse por el tribunal, aunque no hayan sido alegados ni probados por las partes. Por otro lado, de los artículos 175, 176, 177 y 191 a 196 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de enero de 2015, se obtiene que es obligación de los Juzgados de Distrito y de los Tribunales de Circuito, capturar la información de los expedientes de su conocimiento y utilizar el módulo de sentencias del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), en el cual deben capturar las versiones electrónicas de las resoluciones emitidas por ellos, a cuya consulta tienen acceso los restantes órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, lo cual otorga a las versiones electrónicas de las resoluciones emitidas por los Juzgados de Distrito y por los Tribunales de Circuito el carácter de hecho notorio para el órgano jurisdiccional resolutor y, por tanto, pueden invocarse como tales, sin necesidad de glosar al expediente correspondiente la copia certificada de la diversa resolución que constituye un hecho notorio, pues en términos del artículo 88 mencionado, es innecesario probar ese tipo de hechos. Lo anterior, con independencia de que la resolución invocada como hecho notorio haya sido emitida por un órgano jurisdiccional diferente de aquel que resuelve, o que se trate o no de un órgano terminal, pues todos los Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito deben capturar en el módulo de sentencias del SISE, la versión electrónica de las resoluciones que emiten, las cuales pueden consultarse por cualquier otro órgano jurisdiccional, lo que genera certeza de lo resuelto en un expediente diferente.

“Contradicción de tesis 423/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 8 de marzo de 2018. Mayoría de siete votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue..-“Tesis y criterios contendientes:.-“Tesis I.10o.C.2 K (10a.), de título y subtítulo: "HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LAS RESOLUCIONES DE LOS ÓRGANOS DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL QUE SE REGISTRAN EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE).", aprobada por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de mayo de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 18, Tomo III, mayo de 2015, página 2187..-“Tesis (V Región)3o.2 K (10a.), de título y subtítulo: "HECHOS NOTORIOS. PUEDEN INVOCARSE COMO TALES, LOS AUTOS O RESOLUCIONES CAPTURADOS EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE), AL SER INFORMACIÓN FIDEDIGNA Y AUTÉNTICA.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo III, agosto de 2015, página 2181, y.-“El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 23/2016, y el diverso sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 244/2016..-“El Tribunal Pleno, el veintiocho de mayo en curso, aprobó, con el número 16/2018 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintiocho de mayo de dos mil dieciocho..-“Nota: El Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales citado, aparece publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 14, Tomo III, enero de 2015, página 2127..-“Esta tesis se publicó el viernes 08 de junio de 2018 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de junio de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.”

Como quedó señalado, en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), publicado en la página de Internet del Consejo de la Judicatura Federal, se localiza el expediente 1123/2017-VII, promovido ante el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, por el aquí actor, desprendiéndose entre otros datos como fecha de presentación el día 06 de noviembre de 2017, señalándose como actos reclamados " La suspensión del trabajo, decretada en sentencia dictada el 17 de octubre de 2017, pronunciada en el procedimiento administrativo para imponer sanción consistente en la baja y/o terminación del servicio de separación por incumplimiento de los requisitos de permanencia, expediente CHJ/00/7/2017, sin haber sido oído al juicio.", dictándose sentencia el treinta y uno de enero de dos mil dieciocho.

Respecto a dicha sentencia, se interpuso recurso de revisión, el veinte de febrero de dos mil dieciocho, correspondiéndole el número de Toca 100/2018, conociendo del recurso el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito.

Así mismo del mencionado Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), publicado en la página de Internet del Consejo de la Judicatura Federal, se localiza el Toca 100/2018, en el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, relativo al Amparo en revisión citado, advirtiéndose entre otros datos que fue presentado el  27 de febrero de 2018, por la autoridad responsable, y mediante auto de 22 de marzo del año en curso, se turnó dicho asunto al Magistrado Relator correspondiente para la elaboración del proyecto de resolución respectivo, habiéndose resuelto en sesión de once de julio del año 2018, siendo el sentido de la resolución de amparo en revisión "Ampara" "Modifica", y en la síntesis del auto de esa misma fecha se señala lo siguiente: "SE MODIFICA LA SENTENCIA DICTADA DEL TREINTA Y UNO DE ENERO DE DOS MIL DIECIOCHO POR EL JUEZ CUARTO DE DISTRITO EN EL ESTADO. SE CONCEDE PARA EFECTOS PRECISADOS EL AMPARO Y PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL SOLICITADOS." conforme a los datos del citado Sistema.

Efectos que se encuentran transcritos en el proveído de fecha 08 de octubre del año 2018 dos mil dieciocho, emitido por la autoridad federal en ejecución de sentencia en la revisión del fallo protector en cuanto a su cumplimiento, documental que puede ser analizada en razón de que fue ofrecida por el actor en este juicio contencioso, visible en fojas 37 a la 39 de este sumario, el cual en la parte que interesa  de los efectos refiere literalmente: 

“PRIMERO.- Se modifica (…).”

“SEGUNDO.- La Justicia de la unión ampara y protege a (…),  y para los efectos que a continuación se indican: 

I. Para que la responsable deje sin efecto la resolución recurrida.

II. En su lugar, emita otra en la que proceda a resarcir al quejoso mediante el  pago de la indemnización correspondiente y demás prestaciones a que tenga derecho; y,

III. Ordene la anotación en el expediente personal del servidor público y en el Registro Nacional de Seguridad Publica, de que éste fue separado de manera injustificada.”

Asimismo en el mismo auto en la revisión del fallo protector en cuanto al  cumplimiento de los efectos ordenados, se señala  lo siguiente: 

“…Para que obre como corresponda y surta los efectos legales consiguientes, agréguese a estos autos el escrito de cuenta presentado por el quejoso (…), en atención a su contenido téngasele por hechas las aseveraciones que refiere en cuanto el cumplimiento de la sentencia de amparo.

“…Ahora bien, visto el estado que guardan los autos, este Órgano Jurisdiccional procede a resolver, si de acuerdo con las constancias que obran en autos, el fallo protector se encuentra o no cumplido. 

“Este Tribunal Federal estima que la ejecutoria dictada en este juicio se encuentra cumplida. (…).”

“Mediante  proveído  de (…), se requirió a la autoridad responsable a fin de que en el término de tres días informara a este órgano jurisdiccional el cumplimiento que hubiera dado a dicho fallo, asimismo en proveído de treinta de julio de este año, se tuvieron  como autoridades obligadas al cumplimiento al Oficial Mayor, al Tesorero Municipal y a la Dirección de Recursos Humanos, todas del Ayuntamiento de San Luis Potosí.”

“…En acatamiento a lo anterior, (…).”

“…Luego mediante acuerdo de quince de agosto del año en curso, se tuvo al Tesorero  Municipal  del  Ayuntamiento de San Luis Potosí, por remitiendo el cheque 0001746 por la cantidad de $144,373.79 (ciento cuarenta y cuatro mil trescientos setenta y tres pesos 79/100 m.n.), expedido a favor del quejoso, asimismo se dio vista para que en el término de tres días, manifestara lo que a su derecho conviniera, misma que desahogo por escrito presentado en este Juzgado el  veinticuatro de agosto del presente año.”

“…Por auto de veinticuatro de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo por no cumplida la ejecutoria de amparo; en esa misma fecha se requirió a las responsables de nueva cuenta el cumplimiento de la ejecutoria de amparo, para que desglosaran la indemnización y las prestaciones que debiera pagar al quejoso el cual tendría que incluir las complementarias a que tenga derecho a partir del diecinueve  de septiembre de dos mil diecisiete y asimismo remitiera la constancia correspondiente a la anotación que se debe efectuar en el expediente personal  del impetrante (…).”

“Ahora, el treinta de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el oficio TM/J/839/2018, signado por el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el cual informo a este Juzgado Federal (…), asimismo remitió diversas constancias en las que acreditó el desglose del cálculo de la indemnización y las prestaciones que le fueron cubiertas.” 

“Además, por auto de cinco de septiembre de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el oficio "TM/J/846/2018”, signado por el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el cual acompaño diversas constancias, en las que se advierte que el Secretario de la Comisión de Honor y Justicia de Seguridad Pública Municipal, realizó la anotación correspondiente al expediente personal del quejoso, así como en el Registro Nacional de Seguridad Pública, por lo que en acuerdo de esa misma fecha se ordenó dar vista al quejoso, a efecto de que manifestara lo que en derecho le correspondiese, misma que desahogó por escrito recepcionado el diecisiete de septiembre de la presente anualidad. 

“…Asimismo, mediante proveído de veinte de septiembre del año en curso, se tuvo por no cumplida la ejecutoria de amparo y se requirió nuevamente a la autoridad responsable y a las autoridades obligadas al cumplimiento, que en ámbito de sus respectivas atribuciones, especificaran lo siguiente: 

“[...] -El salario con el cual realiza la cuantificación a las prestaciones que fueron pagadas al quejoso.  

-El periodo de pago, es decir no señala a que fecha se encuentran pagadas las prestaciones. 

-Señalar a cuantos días corresponde el pago del sueldo que pretendió cumplir. 

 -Porcentaje o días pagados por concepto de prima vacacional. 

-Señalar el pago de vacaciones. 

-Señalar la operación aritmética mediante la cual se obtuvo el desglose del concepto de compensación por antigüedad.

 -Los días que se encuentran cubriendo por concepto de días por año de servicio prestado. 

-Precisar las operaciones realizadas para arribar los porcentajes retenidos al quejoso por concepto de sueldo embargado a favor de (…).,así como el retenido por concepto de ISPT.

Asimismo, manifiesten si la parte quejosa tiene derecho a alguna de las atribuciones que menciona en su escrito recibido en este Juzgado Federal el diecisiete de lo corrientes, y de ser procedente incluya las mismas a la cuantificación respectiva, acompañándole para tal efecto copia autorizada del citado escrito. 

“…En el entendido que deberán justificar, sus afirmaciones con las constancias correspondientes, que fueron tomadas en consideración para el desglose de los porcentajes concernientes al pago de la indemnización que le corresponde a  (…), además de las prestaciones extraordinarias a que tenga derecho. " (…).”

“…Como se adelantó, este Juzgado Federal estima que en el presente caso está cumplida la ejecutoria de amparo, conclusión a la que se arriba de la confrontación entre los efectos para los cuales se otorgó al impetrante de amparo la protección constitucional y lo resuelto por el Presidente de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, al ordenar la anotación correspondiente en el expediente personal del quejoso y en el Registro Nacional de Seguridad Pública; así como el Oficial Mayor, el Tesorero Municipal y la Dirección de Recursos Humanos, todas del Ayuntamiento de San Luis Potosí al resarcir al quejoso mediante el pago de la indemnización correspondiente. 
“…No obstante las manifestaciones que hace la parte quejosa en sus escritos de veinticuatro de agosto, diecisiete de septiembre de este año, así como el que se ordenó agregar en este acto, se dejan a salvo los derechos para que los haga valer en la vía, forma y ante la autoridad que estime competente.  (…).”

[Lo resaltado es nuestro]

Como se advierte de lo expuesto con antelación, previo al presente asunto, el actor promovió Juicio de Amparo Indirecto ante el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, correspondiéndole el expediente número 1123/2017-VII, demandando "La suspensión del trabajo, decretada en sentencia dictada el 17 de octubre de 2017, pronunciada en el procedimiento administrativo para imponer sanción consistente en la baja y/o terminación del servicio de separación por incumplimiento de los requisitos de permanencia, expediente CHJ/00/7/2017, sin haber sido oído al juicio".
Lo cual guarda relación con el acto impugnado en el presente juicio, en el que el accionante pretende el pago de diversas prestaciones que señala tiene derecho y que afirma no han sido cubiertas por la autoridad demandada en cumplimiento de la ejecutoria de Amparo antes citada; y que ahora reclama acto impugnado como la “omisión de pagar al compareciente las prestaciones que se encuentran descritas en el reverso de los recibos de nómina”, que fueron señalados en el amparo 1123/2017-VII, en los escritos presentados ante el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado con fechas 24 de agosto del año 2018, 17 de septiembre de 2018 y 05 de octubre de 2018,   respecto de cuyas manifestaciones se dejaron a salvo sus derechos  para que los hiciera valer en la vía, forma y ante la autoridad que estimara competente, según se señaló por la autoridad federal en comento en el proveído de fecha 08 de octubre del año 2018 dos mil dieciocho.

Los Recibos de nómina que adjunto el actor como base de su acción se hacen consistir en los folios 011418, 020374 y 005078 del año 2017, 87453, 23571, 71975, 79137, 84498, del año 2015, los folios 44496, 60131, 72148, 68329, 06174, 20799, 33889 y 51827 del año 2014, y los folios números 411820, 424869, 267556, 318199, 329637, 342545, 358208, 370533, 382730, 394200 y 399571 del año 2013, y 195294 del año 2012; mismos que en su reverso establece diversas claves y percepciones, las cuales para una mayor comprensión se reproduce en la imagen digitalizada que se inserta a continuación:

Partiendo de lo anterior, se tiene que el concepto de impugnación resulta  infundado e inoperante, en cuanto a la procedencia del pago de todas las prestaciones que reclama en este juicio contenidas en el reverso de los recibos de nómina que adjunta en su demanda en cita y que transcribió en los escritos de fecha 24 de agosto y 17 de septiembre de 2018, cuyas percepciones son motivo de esta controversia.
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Lo anterior es así, ya que atendiendo a lo ordenado por la Juez Federal en el amparo citado con antelación como antecedente, se tiene que si bien es cierto que se ordenó a las 
autoridades hoy demandadas entre otros efectos, que se procediera a resarcir al quejoso mediante el pago de la indemnización correspondiente y demás prestaciones a que tenga derecho, también lo es, que las percepciones que se contienen en el reverso de los recibos de nómina a que alude el actor como las que se le tienen que pagar por el cargo que desempeñó como elemento operativo adscrito a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí; no son en su totalidad las que deben de cubrírsele, ya que estas son una descripción de claves y percepciones con las cuales el Ayuntamiento de San Luis Potosí, identifica los diversos conceptos que en su momento paga en el recibo de nómina de todos sus trabajadores, ya sean de base, de confianza o elementos de seguridad pública o bien hombres y mujeres; siendo importante destacar, que el accionante hizo una reclamación general de todas ellos, donde incluye maternidad pre-natal y post-natal, bono mamás Sindicalizadas, bono día del maestro, etcétera, que como se dijo, no le corresponden.

Por lo que el hecho de que consten al reverso de los recibos de nómina expedido a su nombre folios 011418, 020374 y 005078 del año 2017, 87453, 23571, 71975, 79137, 84498, del año 2015, los folios 44496, 60131, 72148, 68329, 06174, 20799, 33889 y 51827 del año 2014, y los folios números 411820, 424869, 267556, 318199, 329637, 342545, 358208, 370533, 382730, 394200 y 399571 del año 2013, y 195294 del año 2012; no puede establecerse por esa sola circunstancia que sean prestaciones que se le deban pagar y respecto de las cuales tenga derecho; a virtud de que para establecer la procedencia de las mismas, debe estarse a las que se contienen especificadas en el adverso o frente del recibo de nómina como descritas y pagadas a su nombre, como lo son en el caso que nos ocupa, las que se contienen en el frente de esos recibos de nómina, que fueron cubiertas por las demandadas dentro del Juicio de Amparo Indirecto 1123/2017, ante el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, y de las cuales ese Tribunal Federal estimó en la ejecutoria que dictó en este juicio como cumplida previo requerimiento que efectuó para ese efecto a las autoridades responsables en ese juicio, según se reseñó con anterioridad y en los cuales estableció en relación a los efectos ordenados de que se procediera a resarcir al quejoso mediante el pago de la indemnización correspondiente y demás prestaciones a que tenga derecho; que se tuvo al Tesorero  Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por remitiendo el cheque 0001746 por la cantidad de $144,373.79 (ciento cuarenta y cuatro mil trescientos setenta y tres pesos 79/100 m.n.), expedido a favor del quejoso, que en esa misma fecha se requirió a las responsables de nueva cuenta el cumplimiento de la ejecutoria de amparo, para que desglosaran la indemnización y las prestaciones que debiera pagar al quejoso el cual tendría que incluir las complementarias a que tenga derecho a partir del diecinueve de septiembre de dos mil diecisiete, que el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, remitió diversas constancias en las que acreditó el desglose del cálculo de la indemnización y las prestaciones que le fueron cubiertas.

Percepciones que se hicieron consistir en sueldo, prima vacacional, vacaciones, aguinaldo, indemnización, compensación por antigüedad, días por año de servicio, circunstancias que se acreditan en este juicio con las documentales ofrecidas por la autoridad demandada el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí en su escrito de contestación visibles en fojas 129 a la 177 de este sumario, consistentes en: Oficio DRH/439/2018, de fecha 17 de diciembre de 2018, signado por la Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, que remite la ficha técnica de los cargos desempeñados por el accionante; con los siguientes anexos: 1.- Oficio de  baja, copias simples de diplomas que obtuvo en el desarrollo de carrera profesional el actor, y copia simple del oficio en el cual se viene desglosando las prestaciones a las que tenía derecho el actor, dirigido al Juez Cuarto de Distrito en el Estado con acuse de recibido emitido en cumplimiento a lo ordenado en el oficio 38862/2018 dentro del Juicio de Amparo 1123/2017-VII, en el cual informa el desglose del cálculo de la indemnización y las prestaciones que le fueron cubiertas al quejoso a partir de la fecha de la baja  concretada el día 27 de octubre de 2017 al 15 de agosto de 2018; 2.- Oficio DGSPM/SBDJ/5327/XII/2018, emitido por el Comisario de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, con sus anexos consistentes en el oficio DGSPM/DEM/S1/0364/XII/2018; 3.- Oficio TM/J/491/2018, de fecha 19 de diciembre de 2018, signado por el Tesorero del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, en el que rinde informe pormenorizado de las actuaciones realizadas en el Juicio de Amparo 1123/2017-VII, promovido por el actor en su carácter de quejoso, ante el Juzgado Cuarto de Distrito  en el Estado, asimismo acompaña copias de recibos pagados por el sueldo embargado al actor  por pensión alimenticia.

 Percepciones antes citadas de las cuales el hoy accionante no controvirtió en el Juicio de Amparo 1123/2017 y en este juicio, siendo que únicamente se encuentra impugnando la omisión de pago de las prestaciones que se encuentran descritas en el reverso de los recibos de nómina, que fueron señalados en el amparo 1123/2017-VII, en los escritos presentados ante el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado con fechas 24 de agosto del año 2018, 17 de septiembre de 2018 y 05 de octubre de 2018.  
Es menester resaltar que el actor no acreditó con ningún medio de prueba en este juicio que las prestaciones que se describen al reverso de los recibos de nómina que aportó como prueba, le hayan sido pagados por la autoridad demandada por el cargo que desempeñó como elemento operativo adscrito a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, y que por tanto tenga derecho a que se le cubran; circunstancias que se desprenden de las pruebas descritas y valoradas en el Considerando Tercero de esta sentencia; aunado a lo anterior debe señalarse que se advierte del texto de los recibos de nómina en cuestión, que en ellos no se establece ninguna de las diversas percepciones a que aluden los recibos de nómina en el reverso de los mismos, adicionales a los que fueron cubiertos por las demandadas en el Juicio de Amparo en cita, de ahí lo infundado e inoperante de su agravio en análisis.

Partiendo de estos hechos, debe sostenerse que no le asiste razón al actor para que resulte la procedencia de las percepciones que deduce, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento las acciones intentadas en esta Sala Unitaria, de acuerdo a los razonamientos precisados en el presente considerando. 

Por tanto, debe sostenerse que resulta legal la negativa de las autoridades demandadas para cubrir al accionante todas las percepciones que se describen al reverso de los recibos de nómina que aportó el actor y que sustentan esta controversia, pues como se dijo, solo le corresponde aquellos conceptos que se de describen en el frente o adverso de los mismo, los cuales fueron tomadas a cuenta en su oportunidad por las autoridades demandadas para cubrirle las demás prestaciones a que tiene derecho.
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto impugnado, consistente en “La omisión de pagar al compareciente las prestaciones que se encuentran descritas en el reverso de los recibos de nómina, que me eran proporcionados por la autoridad demandada”, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto  de esta sentencia.”
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción XVIII, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí;  228 fracciones II y  VI, 229 fracción V, 249, 251,  252 y 253, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en los Considerandos Sexto de esta sentencia.”
IV.- La sentencia descrita en el punto que antecede, se notificó a la  parte apelante el veintiocho de marzo del presente año, según consta en los autos del expediente del juicio contencioso administrativo.
V.- El nueve de mayo de dos mil diecinueve, se recibió el escrito de apelación interpuesto por la parte actora en esta Sala Superior Unitaria; por acuerdo de quince del mismo mes y año, se radicó la apelación con el número 18/2019/SS y se admitió a trámite conforme a la fracción I del artículo 152 Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a las demandadas en los términos del artículo 154 del Código Procesal de la materia.
VI. Por proveído de veintiocho de mayo de dos mil diecinueve, se dio cuenta con los escritos de las autoridades demandadas, en la que evacuaron la vista de los recursos de apelación y sin más pendientes el recurso quedó en estado de resolver:




C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Competencia; a la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracciones V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 fracción I, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido;  Es cierto y se acredita con el informe rendido por el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo número 945/2018/3, en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.
TERCERO.- Legitimación; El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata del actor en el procedimiento de nulidad mencionado en el considerando segundo cuya resolución es el acto impugnado, en los términos del primer párrafo del artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- Oportunidad; El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia le fue notificada el veintiocho de marzo de dos mil diecinueve, por lo que surtió efectos al día siguiente hábil y empezó a correr el término el día uno de abril del mismo año, según se advierte a fojas 305 del juicio contencioso administrativo, por lo que en los términos del artículo 40 de la misma Ley Adjetiva supra citada el plazo para la interposición del recurso transcurrió del uno al veinticuatro de abril del dos mil diecinueve, al descontar para tal efecto los días treinta y uno de marzo, seis, siete, trece, catorce, veinte y veintiuno de abril del año en curso, por ser inhábiles ya que fueron sábados y domingos; así como diecisiete, dieciocho y diecinueve de abril del presente año, por ser declarados inhábiles por acuerdo de Pleno de este Tribunal, de tal manera que, tomando en cuenta que el escrito fue presentado el día diez de abril del año dos mil diecinueve, es evidente que se efectuó con la oportunidad debida.

QUINTO.- Pretensión del actor en el juicio de nulidad, resolución de la Sala A-quo y consideración de los agravios; En primer término es necesario precisar que la pretensión del actor en el juicio de nulidad se hace consistir en que el Tribunal determine que las autoridades demandadas deben incluir las prestaciones impresas en la parte posterior de los veintiocho recibos de nómina que ofreció como prueba, dentro del enunciado normativo “y las demás prestaciones a que tiene derecho” contenido en el párrafo segundo, fracción XIII del apartado B) del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que en conjunto, con la indemnización y los veinte días por año laborado, es parte del resarcimiento que debe de proporcionarse a los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública ante una baja declarada ilegal.

Esto derivado de la ejecutoria de amparo dictada en el juicio número 1123/2017-VII, en la cual se otorgó al ahora recurrente la protección de la Justicia Federal para el efecto de que se le cubriera la indemnización constitucional y las demás prestaciones a que tuviera derecho, al dar cumplimiento a ello las autoridades, el actor se inconformó mediante los escritos de fechas 24 de agosto, 17 de septiembre y 05 de octubre, todos del año dos mil dieciocho, en la que argumentaba la procedencia de la incorporación de las prestaciones contenidas en la parte posterior de los recibos de nómina, respecto de cuyas manifestaciones se dejaron a salvo sus derechos para que los hiciera valer en la vía, forma y ante la autoridad que estimara competente, al considerar el juzgado federal que la ejecutoria, se encontraba cumplida.

Por lo que hace a la sentencia recurrida resolvió en lo sustancial lo siguiente:
“Partiendo de lo anterior, se tiene que el concepto de impugnación resulta  infundado e inoperante, en cuanto a la procedencia del pago de todas las prestaciones que reclama en este juicio contenidas en el reverso de los recibos de nómina que adjunta en su demanda en cita y que transcribió en los escritos de fecha 24 de agosto y 17 de septiembre de 2018, cuyas percepciones son motivo de esta controversia…-también lo es, que las percepciones que se contienen en el reverso de los recibos de nómina a que alude el actor como las que se le tienen que pagar por el cargo que desempeñó como elemento operativo adscrito a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí; no son en su totalidad las que deben de cubrírsele, ya que estas son una descripción de claves y percepciones con las cuales el Ayuntamiento de San Luis Potosí, identifica los diversos conceptos que en su momento paga en el recibo de nómina de todos sus trabajadores, ya sean de base, de confianza o elementos de seguridad pública o bien hombres y mujeres; siendo importante destacar, que el accionante hizo una reclamación general de todas ellas, donde incluye maternidad pre-natal y post-natal, bono mamás Sindicalizadas, bono día del maestro, etcétera, que como se dijo, no le corresponden….Por lo que el hecho de que consten al reverso de los recibos de nómina expedido a su nombre folios 011418, 020374 y 005078 del año 2017, 87453, 23571, 71975, 79137, 84498, del año 2015, los folios 44496, 60131, 72148, 68329, 06174, 20799, 33889 y 51827 del año 2014, y los folios números 411820, 424869, 267556, 318199, 329637, 342545, 358208, 370533, 382730, 394200 y 399571 del año 2013, y 195294 del año 2012; no puede establecerse por esa sola circunstancia que sean prestaciones que se le deban pagar y respecto de las cuales tenga derecho; a virtud de que para establecer la procedencia de las mismas, debe estarse a las que se contienen especificadas en el adverso o frente del recibo de nómina como descritas y pagadas a su nombre, como lo son en el caso que nos ocupa, las que se contienen en el frente de esos recibos de nómina, que fueron cubiertas por las demandadas dentro del Juicio de Amparo Indirecto 1123/2017, ante el Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, y de las cuales ese Tribunal Federal…-Percepciones que se hicieron consistir en sueldo, prima vacacional, vacaciones, aguinaldo, indemnización, compensación por antigüedad, días por año de servicio, circunstancias que se acreditan en este juicio con las documentales ofrecidas por la autoridad demandada el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí en su escrito de contestación visibles en fojas 129 a la 177 de este sumario, consistentes en: Oficio DRH/439/2018, de fecha 17 de diciembre de 2018, signado por la Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, que remite la ficha técnica de los cargos desempeñados por el accionante; con los siguientes anexos: 1.- Oficio de  baja, copias simples de diplomas que obtuvo en el desarrollo de carrera profesional el actor, y copia simple del oficio en el cual se viene desglosando las prestaciones a las que tenía derecho el actor, dirigido al Juez Cuarto de Distrito en el Estado con acuse de recibido emitido en cumplimiento a lo ordenado en el oficio 38862/2018 dentro del Juicio de Amparo 1123/2017-VII, en el cual informa el desglose del cálculo de la indemnización y las prestaciones que le fueron cubiertas al quejoso a partir de la fecha de la baja  concretada el día 27 de octubre de 2017 al 15 de agosto de 2018”

Ahora bien, en cuanto a los agravios se plantean las consideraciones siguientes: atento al principio de economía procesal no se transcriben los argumentos expresados en el concepto de agravio por la recurrente en el recurso de apelación 18/2019/SS al no existir disposición alguna que establezca tal exigencia, para tener por cumplidos los requisitos de congruencia y exhaustividad que toda sentencia debe contener.
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia 2ª J. 58/2010 emitida por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 830 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Novena Época, cuyo rubro es el siguiente: “ CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS REQUISITOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN”

Así las cosas, se tiene que la parte actora en su escrito de apelación formuló un único agravio que denominó “PRIMERO”; con diversos argumentos los cuales se estudiarán identificándoles como incisos a, b y c, que a juicio de esta Sala Superior resultan infundados todos, como a continuación se explica:
a) El apelante se duele que la Sala emisora de la sentencia no acató el contenido del artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, porque no fundó ni motivó correctamente  el valor probatorio de los veintiocho recibos de nómina, que al ser expedidos por la autoridad demandada adquieren la calidad de documentales públicas, teniendo por sí solos valor probatorio pleno de conformidad con los artículos 74 y 91 del Código Procesal en cita, los cuales al no ser objetados por su alcance y valor probatorio por las autoridades demandadas mediante incidente, ni conforme al artículo 100 del mismo Código, trajo la consecuencia de que dichos recibos tuvieran en su conjunto el valor legal de prueba plena, resultando a su criterio que con los recibos citados quedó plenamente demostrado que los conceptos de pago detallados en su parte posterior, eran parte de su percepción que recibía al momento de su baja o cese y que por ende, corresponden al enunciado normativo de “ y demás prestaciones a que tenga derecho” del párrafo segundo fracción XIII, apartado B, del artículo 123.

Este argumento es infundado en razón de las consideraciones siguientes:
En primer término es prudente aclarar como una premisa falsa que los conceptos de percepción referidos en la parte posterior de los recibos de nómina que expide el Municipio de San Luis Potosí, en automático todos o algunos, son parte de las percepciones que reciben los servidores públicos y que por ende, deben de ser incluidos como parte del enunciado normativo “demás prestaciones a que tenga derecho” del párrafo segundo fracción XIII, apartado B, del artículo 123. De ser cierta la tesis que sostiene el actor ahora apelante, entonces todas las deducciones que también están contempladas en la parte posterior de los recibos le serían aplicables, por el simple hecho de encontrarse descritas e impresas ahí.
En este caso, es de conocimiento general que los recibos de nómina son formatos preestablecidos, los cuales son utilizados y llenados según las percepciones y deducciones que correspondan a cada trabajador; para ello se insertan de manera ilustrativa en la parte posterior otorgándole una clave de identificación en el anverso del mismo, para que los empleados sepan qué conceptos se les están cubriendo o deduciendo, según el caso, sin que sea regla que los conceptos ahí señalados sean los únicos que se paguen, pues excepcionalmente se pueden cubrir otros no señalados en el reverso como sucede con los recibos en estudio, donde hay una leyenda que dice “NOTA. Si alguna clave no aparece en el recibo favor de pasar a la Coordinación de Recursos Humanos”. 
Así también, respecto del enunciado a normativo de “ y demás prestaciones a que tengan derecho”, derivada del párrafo segundo fracción XIII, apartado B, del artículo 123, se analizaran dos de los criterios emitidos por órganos del Poder Judicial de la Federación que cita el recurrente, para lo cual se transcribirán: 
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SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.--El citado precepto prevé que si la autoridad jurisdiccional resuelve que es injustificada la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de los miembros de instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio. Ahora bien, en el proceso legislativo correspondiente no se precisaron las razones para incorporar el enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho"; por lo cual, para desentrañar su sentido jurídico, debe considerarse que tiene como antecedente un imperativo categórico: la imposibilidad absoluta de reincorporar a un elemento de los cuerpos de seguridad pública, aun cuando la autoridad jurisdiccional haya resuelto que es injustificada su separación; por tanto, la actualización de ese supuesto implica, como consecuencia lógica y jurídica, la obligación de resarcir al servidor público mediante el pago de una "indemnización" y "demás prestaciones a que tenga derecho". Así las cosas, como esa fue la intención del Constituyente Permanente, el enunciado normativo "y demás prestaciones a que tenga derecho" forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio y hasta que se realice el pago correspondiente. Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la reforma constitucional privilegió el interés general de la seguridad pública sobre el interés particular, debido a que a la sociedad le interesa contar con instituciones policiales honestas, profesionales, competentes, eficientes y eficaces, también lo es que la prosecución de ese fin constitucional no debe estar secundada por violación a los derechos de las personas, ni ha de llevarse al extremo de permitir que las entidades policiales cometan actos ilegales en perjuicio de los derechos de los servidores públicos, sin la correspondiente responsabilidad administrativa del Estado.

Amparo directo en revisión 2300/2011. Karla Carolina Flores Bautista. 23 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Laura Montes López.

Época: Décima Época 

Registro: 2008662 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 16, Marzo de 2015, Tomo III 

Materia(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: XVI.1o.A. J/18 (10a.) 

Página: 2263 

MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. ANTE LA TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN ADMINISTRATIVA QUE LOS UNÍA CON EL ESTADO, TIENEN DERECHO AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN "Y DEMÁS PRESTACIONES", SIEMPRE QUE ACREDITEN QUE LAS PERCIBÍAN O QUE ESTÁN PREVISTAS EN LA LEY QUE LOS REGÍA.--El artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos permite a las instituciones policiales de la Federación, del Distrito Federal, de los Estados y de los Municipios, remover a los elementos que hayan incumplido los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, que todo servidor público debe acatar, y prohíbe absoluta y categóricamente que sean reincorporados a dichas instituciones, aun cuando obtengan resolución jurisdiccional que declare injustificada la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio, dado que el Poder Revisor privilegió el interés general por el combate a la corrupción y la seguridad, por encima de la estabilidad en el empleo y, por ello, el Estado sólo está obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho. En este contexto, los miembros de las instituciones policiales, como todo servidor público, reciben por sus servicios una serie de prestaciones que van desde el pago que pudiera considerarse remuneración diaria ordinaria, hasta los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que perciba por la prestación de sus servicios y que necesariamente debe estar catalogado en el presupuesto de egresos respectivo. Por tanto, como la intención del Constituyente Permanente fue imponer al Estado la obligación de resarcir al servidor público ante el evento de que no pueda ser reincorporado, a pesar de que la remoción sea calificada como injustificada por resolución firme de autoridad jurisdiccional, el enunciado normativo "y demás prestaciones a que tenga derecho", forma parte de esa obligación y debe interpretarse como el deber de pagarle la remuneración diaria ordinaria dejada de percibir, así como los conceptos que recibía por la prestación de sus servicios, previamente mencionados, desde el momento en que se concretó la terminación de la relación administrativa y hasta que se realice el pago de la indemnización correspondiente, siempre que acredite que percibía esas prestaciones o que están previstas en la ley que lo regía.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.

Nota: Por ejecutoria del 27 de junio de 2018, la Segunda Sala declaró improcedente la contradicción de tesis 93/2018 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al existir las jurisprudencias 2a./J. 198/2016 (10a.), 2a./J. 109/2012 (10a.), 2a./J. 110/2012 (10a.) que resuelven el mismo problema jurídico.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de marzo de 2015 a las 09:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 17 de marzo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

(Lo resaltado es propio)
Como se puede observar de lo anterior, del enunciado normativo "y demás prestaciones a que tenga derecho" se define que “forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio y hasta que se realice el pago correspondiente.” De tal manera que el Estado debe cubrir las prestaciones y conceptos de percepción que percibía el integrante de los cuerpos de seguridad al momento de ser separado, sin que sea procedente pretender que se incluya algún concepto cubierto años atrás, a menos que se establezca en la norma vigente al momento de la separación de manera clara y precisa que así debe cubrirse.
Ahora bien, existen prestaciones que aunque se encuentren establecidas en la norma que los rige, requieren probar que se devengaron (horas extras, días de descanso obligatorio, prima dominical, etc.), otras que no requieren de su acreditación, por ejemplo, el aguinaldo, toda vez que el derecho se adquiere por el solo hecho de acumular años de servicio, y otros conceptos que no están en los dos supuestos anteriores, pero que se perciben en determinado tiempo de manera extraordinaria, de tal manera que ello depende según la prestación de que se trate.
Aclarado lo anterior, se transcriben los artículos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que citó el apelante para justificar su pretensión y además, otros que resultan aplicables al presente asunto:

ARTÍCULO 74. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.
ARTÍCULO 91. Son documentos públicos, todos aquellos que sean expedidos por los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones. Son documentos privados los que no cumplan con la condición anterior.

ARTÍCULO 97. Las partes podrán objetar el alcance y valor probatorio de los documentos aportados como prueba en la Vía incidental previsto en los artículos 119 y 122 de este Código

ARTÍCULO 100. Las partes podrán objetar los documentos ofrecidos como prueba, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que surta efectos la notificación del acuerdo en que se ordene que se agreguen a los autos. 
Los documentos no objetados dentro de ese término, se tendrán por auténticos, salvo prueba en contrario. 

En el procedimiento contencioso administrativo la objeción de la autenticidad de un documento, se resolverá en la sentencia definitiva.

ARTÍCULO 116. Los incidentes, excepto los que se refieren en las fracciones I, V y VI del artículo 122 de este Código, se tramitarán como de previo y especial pronunciamiento, con suspensión de la tramitación del juicio.

ARTÍCULO 119. Cuando en el procedimiento de naturaleza administrativa, los incidentes tengan por objeto tachar testigos, o bien, objetar pruebas en cuanto su alcance y valor probatorio, será necesario que quien promueva el incidente señale con precisión las razones que tiene para ello, así como las pruebas que sustenten sus afirmaciones.

ARTÍCULO 122. En los procedimientos que regula este Código, se admitirán los siguientes incidentes:
I. El relativo para hacer efectiva la responsabilidad proveniente de las garantías y

contragarantías otorgadas con motivo de la suspensión, que se sustanciará conforme al artículo precedente;

II. El de acumulación de autos;

III. El de nulidad de notificaciones;

IV. El de interrupción del procedimiento, por causa de muerte, incapacidad o declaración de ausencia de las personas físicas, por quiebra o disolución de la persona moral o, en su caso, por desaparición del órgano de la administración publica

V. El de tacha de testigos;

VI. El de objeción de pruebas en cuanto a su alcance y valor probatorio;

VII. La incompetencia por materia;

VIII. La reposición de autos, y

IX. Las demás que establezcan las leyes.
 ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;

II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 

III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.
(Lo resaltado es nuestro)
Entonces, es necesario precisar que los veintiochos recibos de nómina expedidos por el Ayuntamiento de San Luis Potosí al recurrente, tienen la calidad de documentos públicos al ser emitidos por una autoridad en ejercicio de sus atribuciones y que por sí solos poseen valor probatorio pleno, de acuerdo con los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y que dichos recibos de nómina en el juicio de nulidad no fueron objetados por las autoridades demandadas, ni en cuanto a su alcance y valor probatorio, ni respecto de su autenticidad, conforme lo establecen los artículos 97 y 100 del Código procesal citado; tal circunstancia no es suficiente para probar la pretensión del actor, ni hace que la juzgadora esté obligada a tener por cierto sus pretensiones, porque eso se encuentra fuera de la esfera del valor probatorio de la prueba y obliga a una interpretación sobre el alcance del contenido aplicando las reglas de la sana critica, pues son cosas distintas el que los veintiocho recibos de nómina sean auténticos, a que esté probado que los conceptos de percepción impresos en su parte posterior eran devengados y percibidos todos por el actor cuando fue dado de baja o separado del cargo de Policía Tercero de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí. 

Al respecto se citan tesis asiladas que clarifican esa cuestión: 

Época: Octava Época 

Registro: 210315 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo XIV, Octubre de 1994 

Materia(s): Común 

Tesis: I. 3o. A. 145 K 

Página: 385 

VALOR Y ALCANCE PROBATORIOS. DISTINCION CONCEPTUAL. AUNQUE UN ELEMENTO DE CONVICCION TENGA PLENO VALOR PROBATORIO, NO NECESARIAMENTE TENDRA EL ALCANCE DE ACREDITAR LOS HECHOS QUE A TRAVES SUYO PRETENDA DEMOSTRAR EL INTERESADO.---La valoración de los medios de prueba es una actividad que el juzgador puede realizar a partir de cuando menos dos enfoques; uno relacionado con el continente y el otro con el contenido, el primero de los cuales tiene como propósito definir qué autoridad formal tiene el respectivo elemento de juicio para la demostración de hechos en general. Esto se logrará al conocerse qué tipo de prueba está valorándose, pues la ley asigna a los objetos demostrativos un valor probatorio pleno o relativo, previa su clasificación en diversas especies (documentos públicos, privados, testimoniales, dictámenes periciales, etcétera. Código Federal de Procedimientos Civiles, Libro Primero, Título Cuarto), derivada de aspectos adjetivos de aquéllos, tales como su procedimiento y condiciones de elaboración, su autor y en general lo atinente a su génesis. El segundo de los enfoques en alusión está vinculado con la capacidad de la correspondiente probanza, como medio para acreditar la realización de hechos particulares, concretamente los afirmados por las partes. A través de aquél el juzgador buscará establecer cuáles hechos quedan demostrados mediante la prueba de que se trate, lo que se conseguirá al examinar el contenido de la misma, reconociéndose así su alcance probatorio. De todo lo anterior se deduce que el valor probatorio es un concepto concerniente a la autoridad formal de la probanza que corresponda, para la demostración de hechos en general, derivada de sus características de elaboración; a diferencia del alcance probatorio, que únicamente se relaciona con el contenido del elemento demostrativo correspondiente, a fin de corroborar la realización de los hechos que a tráves suyo han quedado plasmados. Ante la referida distinción conceptual, debe decirse que la circunstancia de que un medio de convicción tenga pleno valor probatorio no necesariamente conducirá a concluir que demuestra los hechos afirmados por su oferente, pues aquél resultará ineficaz en la misma medida en que lo sea su contenido; de ahí que si éste es completamente ilegible, entonces nada demuestra, sin importar a quién sea imputable tal deficiencia o aquélla de que se trate.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 1873/94. Jorge José Cornish Garduño y coagraviado. 29 de agosto de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Jesús García Vilchis.

Época: Novena Época 

Registro: 170211 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXVII, Febrero de 2008 

Materia(s): Civil 

Tesis: I.3o.C.665 C 

Página: 2370 

PRUEBAS. EL VALOR PROBATORIO DE LAS MISMAS IMPLICA LA SATISFACCIÓN DE LOS REQUISITOS FORMALES QUE ESTABLECE LA LEY, MIENTRAS SU ALCANCE SE REFIERE AL ANÁLISIS QUE DE ELLAS REALIZA EL JUZGADOR EN ATENCIÓN A LAS REGLAS DE LA SANA CRÍTICA.---El análisis de las probanzas en un proceso por parte del juzgador, atiende a dos momentos: el formal y el de fondo. El aspecto formal atiende a los requisitos legales que debe cumplir un medio probatorio a efecto de que se le pueda otorgar un valor determinado, el cual se encuentra precedido por las etapas de ofrecimiento, admisión, preparación (en caso de que su constitución sea en el proceso) y desahogo del medio de convicción respectivo. Una vez superado el aspecto formal, el juzgador atiende al aspecto de fondo, en el que determina, a través de las reglas de la sana crítica, si la probanza en cuestión tiene relación con los hechos alegados por su oferente. Asimismo, cada una de las etapas antes descritas obedece a periodos procesales diversos en la conformación de una prueba, esto es, la admisión de una prueba sólo atiende a la manera en que la misma fue ofrecida, pero no puede garantizar su debida preparación, asimismo, esta última circunstancia no presupone que su desahogo sea conforme a derecho y, por último, que de haberse cumplido con todas las etapas formales de la prueba ésta, indefectiblemente, deba causar plena convicción en el juzgador en relación con el hecho a demostrar. De lo anterior se evidencia que aun y cuando en la práctica existe una tendencia a confundir valor y alcance probatorio, dichos conceptos no son equivalentes, ya que, se reitera, mientras que el primero atiende a que se hubieran reunido los requisitos de forma, este último es totalmente independiente ya que se aleja de los requisitos formales que impone la ley y descansa en la sana crítica del juzgador.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 166/2007. Televisa, S.A. de C.V. y otras. 6 de julio de 2007. Unanimidad de votos, con salvedad en cuanto a las consideraciones referidas a la prueba pericial, por parte del Magistrado Neófito López Ramos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: Salvador Andrés González Bárcena.

(Lo resaltado es nuestro)
Así se tiene que en el presente asunto los recibos de nómina acreditan fehacientemente los pagos que recibió el actor durante el lapso que consignan en la parte frontal de los mismos, pues claramente se observa que el actor imprimió su firma debajo de la leyenda “Recibí del Ayuntamiento de San Luis Potosí, las cantidades que se indican en el presente recibo, por concepto de sueldo, horas extras y demás prestaciones correspondientes al período que hoy termina, sin que a la fecha se me adeude ninguna cantidad por otro concepto manifestando mi conformidad con los descuentos que se indican”.

En esa tesitura, después de un estudio exhaustivo de las constancias del expediente de nulidad 945/2018/3, a criterio de este juzgador la Tercera Sala Unitaria cumplió con el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al realizar un examen y valoración de las pruebas desahogadas, pues les otorgó a los veintiocho recibos de nómina valor pleno, pero con un determinado alcance probatorio, como se explica antes; además analizó las diversas constancias que integran el expediente de nulidad 945/2018/3, como son los escritos presentados por el actor al Juzgado Cuarto de Distrito, el cumplimiento que dieron las demandadas y la resolución que dio el Juzgado en mención (en la que determinó dar por cumplida la sentencia de amparo, al hacer un análisis de los efectos de la sentencia y los conceptos pagados al actor); aunado a todo lo anterior llegó a la conclusión de que los conceptos que se encuentran en la parte posterior no significan que sean las “demás prestaciones a que se tenga derecho”, porque para entenderlo así debían de estar consignadas en el frente como prestaciones devengadas y pagadas al agente de policía. Por todo lo anterior es que el argumento resulta infundado.
b) Continuando con los argumentos del recurrente, éste señala que si bien es cierto que los conceptos “maternidad prenatal y pos- natal, bono mamas sindicalizadas, bono día del maestro, etc”, que se encuentran impresos en la parte posterior de los veintiocho recibos de nómina, como lo dice la Tercera Sala Unitaria no le son aplicables; también lo es que el juzgador de origen pasó por alto que los conceptos con clave “38 Retroactivo, 41 Otras perc. Gravadas, 87 Enfermedad general, 113 Retro quinquenio, 180 Retiro prima vac, 185 Rembolso de día, 208 Vales de despensa subsemun, 209 ret. Vales de despensa subsemun”, estampados en la parte posterior y que aparecen como descritos y pagados en el frente de los citados recibos, tampoco fueron parte de la indemnización que percibió; en cambio, le pagaron los conceptos “sueldo, prima vacacional, vacaciones, aguinaldo, indemnización, compensación por antigüedad, días por año de servicio”, cuyas claves al reverso de los recibos son 01, 21, 22, 29 y 178, respectivamente.
Además de lo anterior, también se pagaban al actor otros conceptos que no estaban impresos en el reverso de los recibos y que eran identificados con las claves 33, 58 y 231. A su decir, todo ello contradice el razonamiento de la sentencia recurrida, que convalida como consecuencia la omisión de pagar al actor todas las prestaciones que le correspondían.
El argumento es infundado según se explica a continuación:

Después de un análisis de los documentos recibos de nómina se obtiene lo siguiente:
1). Efectivamente los conceptos con claves “38 Retroactivo, 41 Otras perc. Gravadas, 87 Enfermedad general, 113 Retro quinquenio, 180 Retiro prima vac, 185 Rembolso de día, 208 Vales de despensa subsemun, 209 ret. Vales de despensa subsemun”, aparecen como referidos y cobrados por el recurrente en el frente de algunos recibos y son parte de los conceptos y claves impresos en la parte posterior de los recibos a manera de glosario de contenidos; pero ello confirma que son textos meramente informativos para que los servidores públicos conozcan el marco total de las percepciones y deducciones que se les pueden hacer cada quincena, según el trabajo y el trabajador. 
2). Por lo que hace a las percepciones que según el apelante le fueron cubiertas y no aparecen en la parte posterior de los veintiocho recibos de nómina; después del estudio, se coligue que solamente aparece en el anverso de un recibo la percepción del concepto con clave número 231 y como ya se analizó, los recibos de nómina establecen la posibilidad de que se pague alguna clave que no esté impresa en el reverso de los mismos, lo que reitera la convicción en este juzgador que la información contenida en la parte posterior del recibo solo es de carácter referencial.
3). De una simple vista se puede afirmar que los conceptos antes descritos deben ser incorporados al enunciado normativo; sin embargo, al hacer un análisis de fondo de dichos pagos se encuentra que están consignados en los recibos de nómina erogados en los años dos mil trece, dos mil catorce y dos mil quince, sin que aparezcan esos pagos en los recibos del año dos mil diecisiete (no existiendo constancia del año dos mil dieciséis), y tomando en cuenta que la separación como Policía Tercero de la Dirección General de Seguridad Pública del Ayuntamiento de San Luis Potosí, ocurrió el treinta de octubre del año dos mil diecisiete, por cuestión de tiempo no es procedente su incorporación al dicho enunciado normativo “demás prestaciones a que tenga derecho”, de acuerdo a la interpretación que se hace respecto de las tesis de los órganos del Poder Judicial de la Federación, citadas en el inciso a) de este considerando.
4). Con independencia del punto anterior, se destaca que los conceptos “38 Retroactivo, 113 Retro quinquenio, 180 Retiro prima vac, 185 Rembolso de día”, por su naturaleza no pueden ser considerados como prestaciones sino cuestiones que corrigen retrasos o errores en descuentos y percepciones; en cuanto a “87 Enfermedad general”, es claro que es una cuestión extraordinaria pues el actor no manifiesta tener alguna enfermad crónica; de tal forma que tampoco puede ser parte del enunciado normativo; y por lo que hace a los conceptos “41 Otras perc. Gravadas, 208 Vales de despensa subsemun, 209 ret. Vales de despensa subsemun” y la clave 231” esas fueron pagadas al actor en los años dos trece al mil quince, y no son parte de las prestaciones que percibía al momento de su baja del cargo de Policía, por lo que tampoco puede ser motivo de inclusión en el enunciado normativo “demás prestaciones a que tenga derecho” 
Así las cosas, por el razonamiento que se hace en los puntos 3 y 4, anteriores, quedan claros los motivos por los que las autoridades demandadas no incluyeron pagos por tales conceptos en la liquidación que se obsequió al apelante ante el Juzgado Cuarto de Distrito y aunque resulta cierto que la Tercera Sala no tomó en cuenta los conceptos con las claves analizadas en los puntos 1 y 2; eso no trasciende al sentido de la resolución, además de que el actor no expreso agravios respecto del resto de los conceptos en su escrito de apelación; por todo lo anterior esta Sala Superior considera que el argumento es infundado.
c) Por último, argumenta que hay conceptos a los que tiene derecho no solo porque se encuentran descritos en la parte posterior de los recibos de nómina, sino por disposición legal, al ser miembro de la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí, en razón de que al ser un cuerpo de seguridad pública, se rige por sus propias leyes o reglamentos, que en este caso resulta ser la Ley del Sistema de Seguridad Pública Estatal, la cual dispone en su artículo 51 que las instituciones de seguridad deberán garantizar para su personal al menos las prestaciones previstas para los trabajadores al servicio del Estado y los municipios; también expone que la fracción VI del artículo 57 establece que son derechos de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública percibir las remuneración acorde a las funciones, riegos, rangos y puestos respectivos; entonces, para cumplir con el enunciado normativo “las demás prestaciones a que tiene derecho” se deben pagar todas las prestaciones que contempla la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado y los Municipios. Para sustentar su dicho citó diversos criterios emitidos por órganos del Poder Judicial de la Federación la interpretación del enunciado a normativo las “demás prestaciones a que tengan derecho”, que ya fueron transcritas y analizados en el presente considerando, por los que solos se citan  de dos la voz o encabezado:

“SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008”

“MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. ANTE LA TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN ADMINISTRATIVA QUE LOS UNÍA CON EL ESTADO, TIENEN DERECHO AL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN "Y DEMÁS PRESTACIONES", SIEMPRE QUE ACREDITEN QUE LAS PERCIBÍAN O QUE ESTÁN PREVISTAS EN LA LEY QUE LOS REGÍA”
En base a lo descrito sostiene que por estar establecido a su favor en ley la procedencia del pago de los conceptos mencionados antes, al ser la jurisprudencia de acatamiento obligatorio, el no necesita acreditar su procedencia, ya que la jurisprudencia y la ley no son sujetos de prueba, por lo que a su decir, la Tercera Sala se equivoca al no tener por acreditada la procedencia de sus reclamos y que si bien no fueron ofrecidas como prueba ni señaladas en su demanda de nulidad, la Sala A-quo estaba obligada a atender la ley y la jurisprudencia  por ser de orden público y porque el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, le exige que emita sentencias con la exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa su resolución, con el examen y valoración de la pruebas que se hubieran rendido. 
Este último argumentó también, es infundado por inatendible, en razón de que no fue expuesto por el apelante en los escritos de fecha, 24 de agosto del 2018, 17 de septiembre y 05 de octubre del año 2018, dos mil dieciocho que presentó ante el Juzgado Cuarto de Distrito en con los que se inconformaba con el incumplimiento que dieron las autoridades a la ejecutoria del amparo, y de los cuales dicho órgano dejó a salvo sus derechos para que los hiciera valer en la vía, forma y autoridad que estimara conveniente; tampoco fue abordado por el actor en su demanda de nulidad como él mismo lo reconoce. Resulta infundado el argumento del recurrente porque no fue parte de la Litis planteada en la demanda de nulidad. La Sala al pronunciar la sentencia puede suplirle deficiencias de la queja planteada en la demanda, pero en todos casos se contraerá a la Litis planteada; el artículo 250 del Código en mención determina los casos en los que se declarará que un acto administrativo es ilegal teniendo como requisito que se demuestre algunas causales y solamente faculta a las Salas a hacerlas valer de oficio, por ser de orden público, cuando exista incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada o encuentre la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución; en el presente asunto no se actualiza ninguna de esas dos causas, por lo tanto la Tercera Sala no está obligada legalmente a estudiar de oficio cuestiones que no fueron planteadas. 
Ahora bien, tomando en cuenta que de acuerdo con el artículo 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí el recurso de apelación tiene por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate, a la vista de los agravios expresados por el recurrente y considerando el principio legal de que la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código en cita. Luego entonces, esta Sala Superior se encuentra impedida para estudiar dicho argumento por no haber sido punto controvertido, pues resulta obvio que si no fue parte de la Litis desde el origen de la controversia (escritos presentados al Juzgado Cuarto de Distrito), consecuentemente no se incluyó en la sentencia recurrida, por lo que no puede ser motivo de análisis ahora para determinar si el órgano emisor cumplió con dicho precepto. Para mejor compresión se transcriben los artículos mencionados:
ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.

 A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código.
“ARTÍCULO 248. Las sentencias se pronunciarán el Magistrado de la Sala.

Al pronunciar la sentencia se debe considerar que los actos impugnados gozan de presunción de legalidad.

“La Sala, al pronunciar sentencia suplirá las deficiencias de la queja planteada en la demanda, siempre y cuando de los hechos narrados se deduzca el agravio, pero en todos los casos se contraerá a los puntos de la litis….”

“ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 
I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;
 II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 
Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.
ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuan do se demuestre alguna de las siguientes causales:

I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;

II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;

III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada;

IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y

V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades

La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.

Así las cosas, al resultar los argumentos vertidos por el actor dentro del agravio que determinó “PRIMERO”, de su escrito de apelación, infundados, es que esta Sala Superior determina procedente decretar la confirmación de la sentencia dictada el veinticinco de marzo del año dos mil diecinueve, por las razones, fundamentos y motivos expuestos en este Considerando.
Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en el artículo 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve: 
PRIMERO.- Se confirma la sentencia recurrida mediante el recurso de apelación promovido por la parte actora número 18/2019/SS de conformidad con las razones, motivos y fundamentos explicados en el considerando Quinto de esta resolución.
SEGUNDO.- Notifíquese con testimonio de esta resolución; remítanse los autos a la Sala de origen; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.
TERCERO.- Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la Licenciada Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Juan Ramiro Robledo Ruiz, quien actúa con la Secretaria de Acuerdos Laura del Castillo Martínez que autoriza y da fe. Rúbricas.
LA SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ C E R T I F I C A: QUE LAS PRESENTES COPIAS CONSTAN DE VEINTINUEVE PÁGINAS Y CONCUERDAN FIELMENTE EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES CON LA SENTENCIA EMITIDA AL RESOLVER EL TOCA DE APELACIÓN 18/2019/SS, EL VEINTISIETE DE AGOSTO DE DOS MIL DIECINUEVE, LAS CUALES SE CERTIFICAN CON APOYO EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 51 FRACCIÓN IX DE LA LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PARA LOS USOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. A LOS VEINTIOCHO DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL DOS MIL DIECINUEVE.- DOY FE. 

LICENCIADA LAURA DEL CASTILLO MARTÍNEZ

Secretaria General de Acuerdos de la Sala Superior

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí
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